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I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (79)

(Partido* Región Distrito)

Acuña Cisternas, Mario PDC IX 52

Aguiló Melo, Sergio PS VII 37

Allende Bussi, Isabel PS IV 9

Ascencio Mansilla, Gabriel PDC X 58

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Aylwin Azócar, Andrés PDC RM 30

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bayo Veloso, Francisco RN IX 48

Bombal Otaegui, Carlos UDI RM 23

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cornejo González, Aldo PDC V 13

De la Maza Maillet, Iván PDC V 12

Dupré Silva, Carlos PDC RM 20

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Elizalde Hevia, Ramón IND RM 17

Encina Moriamez, Francisco PS IV 8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29

Espina Otero, Alberto RN RM 21

Estévez Valencia, Jaime PS RM 29

Fantuzzi Hernández, Ángel RN RM 20

Fuentealba Vildósola, Renán PDC IV 9

Gajardo Chacón, Rubén PDC II 4

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32

Gutiérrez Román, Homero PDC VII 37

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50

Hurtado Ruiz-Tagle, José María RN VI 35

Jara Wolf, Octavio PPD VIII 47

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Latorre Carmona, Juan Carlos PDC VI 35

Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33

Longueira Montes, Pablo UDI RM 30

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Masferrer Pellizzari, Juan UDI VI 34

Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Morales Morales, Sergio PRSD VI 34

Moreira Barros, Iván UDI RM 27

Navarro Brain, Alejandro PS VIII 45

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Palma Irarrázaval, Andrés PDC RM 25

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez Lobos, Aníbal PS VI 32

Pérez Opazo, Ramón RN I 2

Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47

Pizarro Soto, Jorge PDC IV 8

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Rebolledo Leyton, Romy PPD VII 38

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Schaulsohn Brodsky, Jorge PPD RM 22

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Solís Cabezas, Valentín RN XI 59

Soria Macchiavello, Jorge PPD I 2

Sota Barros, Vicente PPD RM 31

Tohá González, Isidoro PS VIII 41

Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valcarce Medina, Carlos RN I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Venegas Rubio, Samuel IND V 15

Viera-Gallo Quesney, José Antonio PS VIII 44

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villegas González, Erick PDC III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Wörner Tapia, Martita PPD VIII 46

Zambrano Opazo, Héctor PDC XI 59

-Asistieron, además, los Ministros de Justicia, señora Soledad Alvear; de Salud, señor Alex Figueroa; de la Secretaría General de la Presidencia, señor Juan Villarzú, y el Subsecretario del Trabajo y Previsión Social, señor Patricio Tombolini. Concurrió, además, el Senador señor Gabriel Valdés.

 

 

 

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 18.13 horas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 10ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 11ª queda a disposición de los señores diputados.

 

IV. CUENTA

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Informo a la Sala que los Comités acordaron variar el orden de la tabla del Orden del Día, colocando en el primer lugar el proyecto de ley que establece un beneficio pecuniario para los magistrados del Poder Judicial, y en segundo lugar el proyecto sobre reajuste a los pensionados de menores recursos; además, dejar pendiente el proyecto que concede asignación de modernización y otros beneficios.

Asimismo, se acordó que todas las votaciones de esta sesión se harán a partir de las 19.30 horas, en virtud de lo cual los proyectos, luego de ser informados, no tendrán discusión, salvo si queda tiempo y sólo hasta una hora, el de reajuste a los pensionados de menores recursos.

 

 

VI. FÁCIL DESPACHO

CONSTITUCIÓN DEL DOMINIO EN ISLA DE PASCUA EN FAVOR DE MIEMBROS DE LA COMUNIDAD RAPA NUI. Segundo trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En Fácil Despacho, corresponde conocer el informe del proyecto de ley del Senado, iniciado en moción, que modifica la ley Nº 19.253, sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas, respecto a la constitución del dominio en la Isla de Pascua para los miembros de la comunidad rapa nui.

Diputado informante de la Comisión de Gobierno Interior es el señor Bartolucci.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 1686-06 (S), sesión 55ª, en 20 de marzo de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 7.

-Informe de la Comisión de Gobierno Interior, sesión 39ª, en 8 de septiembre de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 9.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Bartolucci.

El señor BARTOLUCCI.- Señor Presidente, paso a informar sobre el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.253, de protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas, respecto de la constitución del dominio en Isla de Pascua. 

La ley Nº 19.253, tiene un acápite referido a la Isla de Pascua y el proyecto que vamos a conocer y a votar la modifica exclusivamente en ese aspecto. 

La idea matriz del proyecto es asegurar el acceso exclusivo de los miembros de la comunidad étnica rapa nui a la tierra en Isla de Pascua en sus diversas modalidades jurídicas.

Este propósito se cumple mediante varias normativas, fundamentalmente tres, como explicaré a continuación. 

Se reemplaza el inciso primero del artículo 66 de la ley indígena, eliminando la letra c) del artículo 2º.

Como el proyecto tiende a asegurar en forma muy estricta el acceso a la tierra sólo al pueblo rapa nui, se ha tomado la prevención de reconocer el carácter de perteneciente a la etnia rapa nui sólo a determinadas personas. 

El artículo 2º de la ley indígena daba tal calidad a los hijos de padres o madres rapa nui, a los descendientes de esta etnia, siempre que tuvieran a lo menos un apellido indígena y también a aquellas personas, de acuerdo con su letra c), que mantengan rasgos culturales de la etnia, entendiéndose por tales practicar sus formas de vida, costumbres o su religión de un modo habitual.

La letra c) también consideraba rapa nui o pascuenses al cónyuge de un indígena, hombre o mujer rapa nui. Esto es lo que elimina el número 1º del artículo 1º del proyecto.

Al momento de votar, los señores diputados tendrán que considerar esta disposición; si les parece bien que no tengan el carácter de rapa nui quienes están casados con pascuenses o quienes viven mucho tiempo en la isla y han asimilado sus rasgos culturales, y dejar ese carácter sólo para los descendientes de la etnia. 

Esto es importante, porque como vamos a ver posteriormente, sólo tienen acceso a la tierra los rapa nui. 

Entonces, la primera prevención que toma el proyecto para asegurar que la tierra sólo sea accesible a los rapa nui es considerar pascuenses a quienes cumplan los requisitos exigidos por las letras a) o b) del artículo 2º de la ley indígena.

El segundo punto importante de la iniciativa está contenido en el inciso quinto que se agrega al artículo 69 de la ley, que señala: "Por exigirlo el interés nacional, las tierras de Isla de Pascua no podrán enajenarse, embargarse, permutarse o gravarse en favor de personas naturales extranjeras, personas naturales chilenas que no pertenezcan a la etnia rapa nui o personas jurídicas de cualquier nacionalidad distintas del Fisco de Chile."

Esta modificación excluye toda posibilidad de que un chileno continental pueda acceder a la tierra en Isla de Pascua. Los señores diputados, al momento de votar, deberán medir si su interés es aprobar esta norma.

El tercer punto que busca asegurar que la tierra quede en manos de la etnia rapa nui se encuentra consignado en el inciso séptimo que se agrega al artículo 69 de la ley. Se trata de una norma muy estricta respecto de la cual los señores diputados también deberán medir su alcance al momento de pronunciarse.

Ya se señaló que no se pueden enajenar, embargar, permutar ni gravar tierras en favor de personas naturales chilenas. Pues bien, este inciso llega a establecer, incluso, que cualquier otro acto jurídico entre vivos respecto de estas tierras, requerirá el acuerdo previo de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, creada por el artículo 67 de la ley Nº 19.253.

Podría pensarse que sin el acuerdo de dicha comisión los rapa nui están facultados para dar en arrendamiento, comodato o usufructo las tierras a continentales chilenos no rapa nui, pero este inciso, reitero, impide, incluso entre rapa nui, esta clase de actos si no se cuenta con la autorización de la comisión. De manera que no existe, ni siquiera entre pascuenses, el ejercicio libre de la actividad comercial, como tampoco la libre disposición patrimonial de bienes.

Éstos son los tres puntos más relevantes del proyecto, cuya idea matriz, insisto, se sustenta en asegurar el acceso exclusivo a los miembros de la comunidad étnica rapa nui a la tierra en Isla de Pascua.

La iniciativa contempla algunos otros aspectos que no tienen la importancia de los que he señalado, pero que vale la pena darlos a conocer.

El proyecto faculta a la Comisión a que me he referido para estudiar y proponer al Ministerio de Bienes Nacionales la entrega gratuita de tierras fiscales en dominio, concesión u otras formas de uso a miembros de la comunidad rapa nui. O sea, tendrá las atribuciones de la antigua Comisión de Radicación del decreto ley Nº 2.885, que establecía normas sobre el otorgamiento de títulos de dominio y administración de terrenos fiscales en Isla de Pascua. La Comisión de Radicación estudiaba todo lo relacionado con el dominio, concesión u otras formas de uso de la tierra a los propios pascuenses. Termina esta Comisión y la facultad se radica en la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua.

Finalmente, quiero dejar constancia de que, si bien los continentales casados con hombre o mujer rapa nui no podrán optar a la tierra, al eliminarse la letra c) del artículo 2º, podrán hacerlo sólo de acuerdo con las reglas generales de sucesión.

Como entiendo que no hay discusión sobre el proyecto, solicito votación separada del inciso séptimo que propone agregar al artículo 69 de la ley la letra c) del número 3º del artículo 1º del proyecto. En él se establece que se requiere el acuerdo de la Comisión, en el fondo, para todo. Está claro que no se puede enajenar, gravar o permutar. Un chileno continental no podrá adquirir tierras en la isla, pero tampoco arrendar, ni tomar en usufructo, si la Comisión no lo autoriza. Lo que es más grave, si ésta no lo autoriza, no se podrán dar en arrendamiento, comodato o constituir usufructo ni siquiera entre pascuenses.

Hay que conocer la isla y su gran actividad comercial y turística. Entrabarla es llegar demasiado lejos.

Por eso, solicito que este inciso se vote en forma separada.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Schaulsohn, para plantear un asunto reglamentario.

El señor SCHAULSOHN.- Señor Presidente, a priori, sin haber estudiado el tema, me parece que el proyecto adolece de serios vicios de inconstitucionalidad. No sé si se ha estudiado, pero esto va mucho más allá de la ley indígena. La Cámara haría bien en discutir el punto antes de proceder a votar.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, queda constancia de su reserva y la Mesa lo estudiará antes de la votación.

Tiene la palabra el Diputado señor Zambrano, para referirse a una cuestión de Reglamento.

El señor ZAMBRANO.- Señor Presidente, tengo conocimiento -podría consultarse a la Secretaría- de que, además, hay una indicación presentada por el Ejecutivo. De manera que el proyecto debería volver a Comisión.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Efectivamente, hay una indicación de la que daremos cuenta al momento de la votación.

Queda pendiente la votación hasta las 19.30 horas.

-Posteriormente, la Sala votó este proyecto en los siguientes términos:

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde pronunciarse respecto del proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la ley Nº 19.253, sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas, respecto de la constitución del dominio en la Isla de Pascua para los miembros de la comunidad rapa nui.

El señor BARTOLUCCI.- Señor Presidente, pido la palabra sobre una cuestión de Reglamento.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor BARTOLUCCI.- Señor Presidente, quiero informar sobre una omisión que cometí durante el informe del proyecto. La modificación referida a la letra c) del numeral 3º del artículo 1º requiere quórum calificado; es decir, necesita 61 votos para su aprobación en general.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el señor Longueira, por una cuestión de Regla-mento.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quisiera saber el criterio de la Mesa sobre la inquietud planteada por el Diputado señor Schaulsohn respecto de la constitucionalidad de este proyecto.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La Mesa no tiene obligación ni facultad para pronunciarse respecto de la constitucionalidad de un proyecto que viene del Senado, pues no existe indicación alguna que establezca que debamos pronunciarnos.

El señor LONGUEIRA.- Lo planteo porque su Señoría dijo que se analizaría la situación.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En efecto, del estudio realizado no concluimos que haya inconstitucionalidad. Entendemos que hay una reserva, y si alguien quiere hacerla presente en el tribunal respectivo, nada se lo impide.

En votación general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 70 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Ávila, Aylwin (don Andrés), Bartolucci, Bombal, Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Estévez, Fantuzzi, Fuentealba, Gajardo, Galilea, García-Huidobro, Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jara, Kuschel, Latorre, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Martínez (don Gutenberg), Melero, Montes, Morales, Moreira, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pérez (Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Pizarro, Prochelle (doña Marina), Prokurica, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Seguel, Silva, solís, Soria, Sota, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valcarce, Valenzuela, Venegas, Viera-Gallo, Vilches, Villegas, Villouta, Walker y Zambrano.

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Masferrer y Paya.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar en general las disposiciones que requieren quórum calificado, consignadas en la letra c) del numeral 3º del artículo 1º.

Si le parece a la Sala, se aprobarán en general por unanimidad.

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 69 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Ávila, Aylwin (don Andrés), Bartolucci, Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo, De la Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Estévez, Fantuzzi, Fuentealba, Gajardo, Galilea, García-Huidobro, Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jara, Kuschel, Latorre, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Martínez (don Gutenberg), Melero, Montes, Morales, Moreira, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Pizarro, Prochelle (doña Marina), Prokurica, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Seguel, Silva, Solís, Soria, Sota, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valcarce, Valenzuela, Venegas, Viera-Gallo, Vilches, Villegas, Walker y Zambrano.

-Votó por la negativa el Diputado señor Paya.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar dos indicaciones del Presidente de la República, a las cuales dará lectura el señor Secretario.

El señor LOYOLA (Secretario).- Indicación para intercalar, en la letra c) del numeral 3º del artículo 1º, en el actual inciso quinto propuesto para el artículo 69, entre las palabras "podrán" y "enajenarse", la expresión "transmitirse", seguida de una coma (,).

La segunda indicación es para agregar en el inciso noveno propuesto para el artículo 69, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), las siguientes nuevas oraciones: "No obstante, a dicho cónyuge sólo podrán sucederle en los derechos sobre estas tierras sus herederos que sean rapa nui, conforme al citado inciso primero del artículo 66. De no existir tales herederos, el asignatario de las tierras será el Fisco."

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Espina, para plantear un asunto reglamentario.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, para entender bien las indicaciones, solicito al señor Secretario que nos indique las páginas del informe. En caso contrario, es imposible seguirlo.

El señor LOYOLA (Secretario).- Honorable Cámara, la primera indicación figura en el último párrafo de la página 20, a saber:

"Por exigirlo el interés nacional, las tierras de Isla de Pascua no podrán" -aquí viene la primera indicación- "transmitirse,...".

La segunda indicación es en el inciso noveno que se propone del mismo artículo, en la página 21, que dice: "El o la cónyuge no rapa nui de cualquiera de las personas mencionadas en el inciso primero del artículo 66 tendrá derecho a suceder a ésta por sucesión por causa de muerte en las tierras de que trata este artículo conforme a las reglas generales." Y le agrega: "No obstante, a dicho cónyuge sólo podrán sucederle en los derechos sobre estas tierras sus herederos que sean rapa nui conforme al citado inciso primero del artículo 66. De no existir tales herederos, el asignatario de las tierras será el fisco."

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Espina para una cuestión de Reglamento.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, recabo que la Mesa se pronuncie sobre la constitucionalidad de estas disposiciones, porque aquí se están alterando las normas de sucesión por causa de muerte que rigen en Chile. Se establece que a un hijo nacido fuera de Chile, aun pudiendo ser chileno, pero que no se hubiese avecindado un año en Chile -imaginémonos a alguien que está en el extranjero-, se le limita su posibilidad de suceder por causa de muerte, es decir, adquirir el dominio de los bienes de sus padres. Es el acto de mayor discriminación en contra de un hijo, no obstante ser chileno, porque para serlo se requiere, en este caso, haber nacido en el extranjero, de padre o madre chilenos y avecindarse un año en Chile. Si a él le toca la desgracia de que sus padres no se avecindaron un año en Chile y fallecen, se produce la discriminación más arbitraria, sobre todo después de que esta Cámara ha aprobado normas que establecen el término de hijos legítimos e ilegítimos, y una serie de otras disposiciones en favor de ellos. Aquí simplemente queda al margen de la ley un conjunto de personas. A mi juicio, ello viola flagrantemente la Constitución.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Bartolucci, para una cuestión de Reglamento.

El señor BARTOLUCCI.- Señor Presidente, es muy extraño lo que sucede. Sobre la marcha el Ejecutivo nos hace llegar una indicación que varía sustancialmente el inciso noveno. No lo hemos visto en la Comisión; no hemos reflexionado; no vamos a debatirlo.

Respecto de la primera indicación, relativa a que las tierras pascuenses no puedan transmitirse, además de la prohibición de enajenarse -no sé de este término jurídico "transmitirse"-, uno puede decir que está dentro del espíritu general el que no se enajene, que no se embargue; pero esta segunda indicación echa por tierra totalmente el inciso noveno, lo cambia, y sobre la marcha nos entrega esta nueva fórmula sin ninguna posibilidad de que la Comisión pueda analizarlo previamente.

En consecuencia, solicito que esta indicación pase a la Comisión para un nuevo análisis.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La Mesa, respaldando lo planteado por el Diputado señor Bartolucci, solicita el acuerdo de la Sala para que el proyecto vuelva a la Comisión para analizar en particular la indicación del Ejecutivo.

¿Habría acuerdo para proceder de esta manera?

Acordado.

 

 

VII. ORDEN DEL DÍA

BENEFICIO COMPENSATORIO PARA MAGISTRADOS DE TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA. Segundo trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde ocuparse, en segundo trámite constitucional, del proyecto que establece un beneficio pecuniario para los magistrados de los tribunales de justicia que se encuentran en la situación que señala.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Elgueta, y de la de Hacienda, el señor Longueira.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 2077-07 (S), sesión 12ª, en 4 de noviembre de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 12.

-Informes de las Comisiones de Constitución y de Hacienda, sesión 15ª, en 18 de noviembre de 1997. Documentos de la Cuenta Nºs. 1 y 2, respectivamente.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el señor diputado informante.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, paso a informar sobre el proyecto que establece un beneficio pecuniario para los magistrados y fiscales de los tribunales superiores de justicia -de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones- que hubieran estado en servicio a la fecha de entrada en vigencia de la Constitución, según el inciso primero de la disposición octava transitoria, para los cuales no regía el límite de edad de 75 años que establece el inciso segundo del artículo 77 de la Carta Fundamental.

El 15 de julio de 1997 se presentó al Congreso Nacional un proyecto de reforma constitucional para poner fin a esta situación excepcional.

En esa reforma, acogida por ambas cámaras y pendiente aún su aprobación por el Congreso Pleno, se dispuso: "Sin perjuicio de los beneficios previsionales que les correspondan de acuerdo a las normas vigentes, los ministros que deban cesar en sus cargos por aplicación de la presente disposición transitoria, tendrán derecho a un beneficio compensatorio adecuado, que fijará la ley."

Precisamente, este proyecto está dando cumplimiento a esa reforma constitucional, cuya aprobación por el Congreso Pleno se verificará el 13 de diciembre del presente año.

Cabe señalar que en nuestra historia jurídica existen antecedentes sobre concesión de estos beneficios a altos funcionarios de la Administración del Estado, incluidos los del Poder Judicial. Por ejemplo, la ley Nº 18.675, de 7 de diciembre de 1987, y la ley Nº 18.805, de 17 de junio de 1989, que concedió a los ministros y al fiscal de la Corte Suprema "que durante 1989 hayan ejercido o ejerzan dentro de los noventa días contados desde la publicación de esta ley, el derecho que les otorga el artículo 5º de la ley Nº 18.675, y tuvieren a la fecha de haber impetrado o de impetrar tal beneficio más de 75 años de edad, una indemnización de cargo fiscal equivalente a la remuneración mensual total del grado respectivo y demás beneficios pecuniarios correspondientes, vigentes a la fecha de su renuncia al cargo, por cada año de servicio, con un máximo de 28 mensualidades."

Asimismo, la ley Nº 19.121, de 5 de febrero de 1992, concedió una indemnización de cargo fiscal en favor de los actuales ministros y del fiscal de la Corte Suprema que, habiendo cumplido 70 años de edad, renunciaran a sus cargos.

Su monto fue equivalente a la remuneración total del grado respectivo y demás beneficios pecuniarios correspondientes, vigentes a la fecha de la renuncia, por cada año de servicio, con un máximo de 28 mensualidades.

Cuando el proyecto fue discutido en la Comisión, la primera cuestión que se planteó fue su constitucionalidad, ya que algunos sostuvieron que debía tratarse conjuntamente o, a lo menos, estar aprobada la reforma constitucional por el Congreso Pleno, promulgada y publicada en el Diario Oficial. Otros sostuvieron que no se podía presentar conjuntamente un proyecto de ley y una reforma constitucional. Ambas tesis fueron desechadas por la Comisión, pues lo que hace la iniciativa en su artículo 1º es dar cumplimiento a lo dispuesto por la reforma constitucional que entrará en vigencia el 1 de enero de 1998. En consecuencia, tanto la reforma como el proyecto estarán vigentes.

Por otra parte, el artículo 15 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional señala: "No se admitirá a tramitación proyecto alguno que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los requisitos establecidos en el artículo anterior." En este caso, no se da la situación de un proyecto conjunto, sino de dos iniciativas: una reforma constitucional y un proyecto, tramitados en forma simultánea, lo cual está perfectamente legitimado en la disposición que acabo de señalar. Por lo demás, el Senado incorporó un artículo 7º, que fija como fecha de entrada en vigencia de la ley el 1 de enero de 1998.

De acuerdo con el informe técnico-financiero, el monto del beneficio es de 3.253 unidades tributarias mensuales para los magistrados de la Corte Suprema y su fiscal, y de 2.765 para los de las cortes de apelaciones y sus fiscales, calculadas al mes de enero del año en que cesen en sus funciones, lo cual importará un costo al erario de 4.148 millones de pesos, distribuidos desde 1998 al año 2011, fecha en que cumplirá 75 años el último magistrado que cumpla estos requisitos. De aplicarse esta norma, el 1 de enero de 1998 cesarían en sus cargos seis ministros de la Corte Suprema y dos de las Cortes de Apelaciones. En total, hasta el año 2011, la eliminación de la excepción del límite de 75 años afectará a 56 ministros de Corte y fiscales judiciales.

Según el Código Orgánico de Tribunales, en la actualidad existen 137 ministros y 34 fiscales en las cortes de apelaciones y 17 ministros y 1 fiscal en la Corte Suprema, lo que hace un total de 189 integrantes de los tribunales superiores.

En consecuencia, poco menos de un tercio de ministros y fiscales de estas cortes judiciales se cambiarán entre los años 1998 y 2011, mediante el pago de este beneficio compensatorio.

En la Comisión se discutió la naturaleza jurídica de dicho beneficio y se acordó aprobar la indicación que agrega la expresión "compensatorio", a fin de concordarla con el texto del proyecto de reforma constitucional e indicar que se trata de una indemnización. Es decir, no es tributable, según lo dispuesto por la Ley de Impuesto a la Renta, que establece que las indemnizaciones que constituyen el pago de perjuicios por daños emergentes no tributan, puesto que no son renta.

También se debatió una indicación que planteaba que en el evento de que alguno de los que se hubiese acogido al pago de este beneficio compensatorio postulara o integrara algún órgano del Estado, debería reintegrar la indemnización. Dicha indicación fue rechazada.

El beneficio compensatorio se percibirá de una sola vez, dentro del plazo de 60 días, y es incompatible con lo dispuesto en la ley Nº 19.121. En consecuencia, los magistrados que se acojan a este beneficio compensatorio, no podrán recibir el establecido en dicha ley.

Al comparar lo dispuesto en la ley Nº 19.121, que estableció una indemnización para los ministros y el fiscal de la Corte Suprema que renunciaren a sus cargos, con lo que otorga el actual proyecto, vemos que hay una diferencia de sólo 20 millones de pesos. En definitiva, eso es lo que se está aprobando con la iniciativa en estudio: incrementar lo dispuesto en la ley Nº 19.121.

En el fondo del proyecto está el interés de la sociedad chilena por producir cambios en los integrantes de nuestros más altos tribunales.

Quiero citar algunas opiniones publicadas en 1970, cuando don Ramiro Méndez Brañas, presidente de la Corte Suprema de la época, en su mensaje anual, señaló: "También me parece oportuno reiterar lo que siempre he sostenido: la carrera judicial debe tener un límite de edad.". "Es ley natural que los hombres decaigamos con el correr de los años." 

Por su parte, en 1975, don Enrique Urrutia Manzano dijo: "Si bien es cierto que en la administración de justicia, mientras mayor es la experiencia mejor será la decisión, debe convenirse que, salvo rarísimas excepciones, el funcionario llega a una edad en que no puede desempeñarse con la adecuada agilidad, sea física o mental. Es necesario, pues evitar las dificultades que trae lo dicho, y para ello es menester que se fije un límite de permanencia en el servicio, advirtiendo que ya la Corte Suprema, por acuerdo de 3/X/63, recomendó al Ejecutivo normas al respecto. Con el objeto de no atropellar la inamovilidad constitucional de que gozan los jueces, será necesario dictar un precepto, no legal, sino que con características constitucionales, que establezca una conveniente limitación. Y esto es urgente."

Además, el informe del Centro de Estudios Públicos dice que cualquier reforma que se haga a la estructura de la Corte Suprema pasa por cambiar a sus componentes.

Sostiene: "De los 17 ministros que la componen actualmente" -estamos hablando de 1991- "14 fueron designados por un solo gobierno, y de éstos 12 fueron designados entre 1985 y 1989 con la intervención de un mismo ministro de justicia". Agrega: "La solución de la crisis que actualmente afecta al Poder Judicial tiene un componente transitorio consistente en la necesidad de renovar la actual Corte Suprema." Y finaliza: "Es necesaria la formulación de un acuerdo de carácter pluralista, un gran esfuerzo para que la Corte Suprema quede integrada por personas de indiscutida ascendencia moral, idoneidad técnica y respetabilidad, lo cual exige la renuncia a cuotas de poder y apreciaciones políticas. Para esto debe buscarse el concurso del gobierno, del Congreso y del Poder Judicial."

Es lo que estamos cumpliendo actualmente.

He dicho. 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Longueira para entregar el informe de la Comisión de Hacienda.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, paso a informar acerca del proyecto que ya ha expuesto el diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y señalar más bien, para no repetir gran parte de la información que él entregó, los datos financieros y económicos del proyecto, es decir, lo que significa para el Estado establecer el límite de edad de 75 años para los magistrados de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones con sus respectivos fiscales.

Tal como se señaló, éste es un beneficio compensatorio y no tributable, que reciben por una sola vez los ministros de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones y sus fiscales, los cuales tienen, de acuerdo con el artículo octavo transitorio de la Constitución, la posibilidad de ejercer el cargo sin límite de edad.

Cada uno de los ministros de la Corte Suprema que se acojan a este beneficio compensatorio recibirán 3.253 unidades tributarias mensuales que, en moneda del 1º de enero de 1998, significan 80 millones de pesos, mientras que los ministros de las cortes de apelaciones recibirán 2.765 unidades tributarias mensuales que, al valor del 1º de enero de 1998, equivalen a alrededor de 68 millones de pesos.

Para el presente año, tal como lo señala la redacción del texto, no significa un mayor cargo fiscal, dado que los beneficios se empiezan a impetrar a partir de 1998.

El costo total del proyecto en el tiempo, dado que los magistrados irán cumpliendo el requisito de edad en un plazo que termina en el año 2011, es de 4.148 millones de pesos, aproximadamente 10 millones de dólares. El próximo año, en 1998, se produce el mayor costo, dado que nueve miembros de la Corte Suprema cumplen el requisito de edad, por lo que nueve se acogerían a este beneficio, a los que se deben agregar seis ministros de las cortes de apelaciones, lo cual hace un total de 15, con un costo de 1.128 millones, recursos que, tal como indica el proyecto, serán considerados en el ítem correspondiente.

El total de ministros y fiscales que pueden acogerse a esta ley son 58, según la información que se recogió, con lo que corrijo la que se entregó recientemente de que serían 56, 17 de los cuales pertenecen a la Corte Suprema. Nueve cumplen los requisitos en 1998; tres, el 2001; uno, el 2002; otro, el 2005; otro, el 2007, y por último, dos, el 2008, totalizando, tal como lo señalé, 17 ministros de la Corte Suprema.

Por su parte, los ministros de las cortes de apelaciones que se encuentran en esta situación son 41. Seis de ellos cumplen los requisitos en 1998; uno, en 1999; dos, en 2000. Finalmente, hay una secuencia de retiros hasta el año 2011, la cual figura en el texto del informe financiero que se encuentra a la disposición de aquellos que lo quieran conocer.

Como dije, el costo total del proyecto asciende a 4.148 millones de pesos, que se utilizarán a partir de 1998 para finalizar en el año el 2011. 

De alguna forma, el proyecto compensa el derecho adquirido que tienen estos ministros de permanecer, de acuerdo con el artículo octavo transitorio de la Constitución, durante el plazo y el tiempo que ellos estimen conveniente antes de acogerse a retiro. 

La Comisión de Hacienda, tal como lo señaló el diputado informante que me antecedió en el uso de la palabra, insistió en una indicación presentada en la Comisión de Constitución, la cual se incorpora al artículo 5º. Ella dispone: "Los magistrados que hicieren uso del beneficio establecido en esta ley o del contemplado en la ley Nº 19.121, que celebren contrato de trabajo con la Administración del Estado o con sociedades en que ésta participe, o sean designados en el Parlamento, deberán reintegrar al Fisco el beneficio percibido, expresado en unidades tributarias mensuales."

Finalmente, esta indicación, después de varias votaciones en la Comisión, fue rechazada por 3 votos a favor y 4 en contra. 

El argumento de los parlamentarios que estuvieron a favor es, en términos generales, que se trata de una indicación que habitualmente se incorpora en aquellos proyectos que otorgan distintos beneficios a los trabajadores. Precisamente hoy estuvimos discutiendo la proposición de la Comisión Mixta respecto de los trabajadores de Emporchi que recibirán una indemnización, la que tiene una cláusula prácticamente igual o equivalente a la que se rechazó, como mencioné, por 3 votos a favor y 4 en contra.

Es todo cuanto puedo informar sobre los costos que significa para el Estado un proyecto de esta naturaleza.

He dicho.

El señor VIERA-GALLO.- Pido la palabra para plantear un punto de Reglamento.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, algunos -quizás equivocadamente- teníamos entendido que se votaría de inmediato el proyecto que acaba de ser informado, por cuanto somos varios los que debemos cumplir otras tareas impostergables en Santiago. 

Por eso, pido a su Señoría que solicite el acuerdo de la Sala para que se vote ahora.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para acceder a lo solicitado por el Diputado señor Viera-Gallo.

No hay acuerdo.

El acuerdo de los Comités es que se vote a las 19.30 horas.

Tiene la palabra el Diputado señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, ¿es sin debate?

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Efectivamente, señor diputado.

El señor BOMBAL.- ¿Y qué razón existe para que no haya debate?

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Es un acuerdo de los Comités.

El señor BOMBAL.- ¿No hay posibilidad de que se conozca la razón de por qué no hay debate en este proyecto?

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, al comienzo de la sesión se comunicó el acuerdo de los Comités. La idea es despachar todos los proyectos a las 19.30 horas.

Tiene la palabra el Diputado señor Errázuriz por un asunto de Reglamento.

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, por su intermedio, solicito la unanimidad de la Sala para modificar el acuerdo de los Comités, a fin de permitir que las distintas bancadas puedan hacer uso de la palabra en forma breve en relación con este proyecto.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo para ello.

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el Diputado señor Schaulsohn para plantear una cuestión de Reglamento.

El señor SCHAULSOHN.- Señor Presidente, sólo quiero plantear que el acuerdo adoptado por los Comités es antirreglamentario, ya que ellos no pueden suprimir un debate, so pretexto de utilizar una facultad que les otorga el Reglamento para agilizar el despacho de los proyectos de ley cuando el calendario de la Corporación se encuentra atochado. ¿Por qué no votamos por correo? No tiene ningún sentido y es contrario al espíritu de la vida parlamentaria pretender que tres o cuatro proyectos de ley se informen "al hilo", como se dice, y luego se proceda a votar. No recuerdo -a lo mejor estoy equivocado- un hecho de esta naturaleza. Quizás se debe a las elecciones, ¡en fin! Puede que sea esa la explicación.

Reitero que los Comités no pueden, en mi opinión, tomar acuerdos de esta naturaleza, aunque sean unánimes, porque el Reglamento dice que los Comités podrán acordar medidas para agilizar, pero nunca puede estar en el espíritu del Reglamento que, entre las medidas para agilizar, esté suprimir el debate, por una razón bien sencilla: si bien es cierto los Comités nos representan a todos, no es menos efectivo que cada parlamentario tiene una responsabilidad y derecho a expresar una opinión en relación con los temas en discusión. 

Sin el ánimo de perturbar la conducción de la sesión por la Mesa, quiero hacer presente mi opinión en este sentido.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Entiendo perfectamente las opiniones. 

Hay un bien común, que intentamos velar en la reunión de Comités, que nos ha obligado a tomar este acuerdo. No es la primera vez que se hace, por cuanto ya que se ha utilizado para otros proyectos.

El señor BOMBAL.- Pido la palabra para plantear un asunto reglamentario.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, si cita la norma de Reglamento, le doy la palabra.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, quiero preguntar cuál es la disposición reglamentaria que permitió adoptar este acuerdo de Comités, ya que lo señalado por el Diputado señor Schaulsohn me parece de la mayor importancia. 

Entonces, si se ha tomado ese acuerdo, que es impugnable reglamentariamente, pido a la Mesa, con respeto, que nos diga en virtud de qué disposición reglamentaria se pudo adoptar un acuerdo que consiste en eliminar el debate en relación con el estudio de un proyecto de tanta importancia.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El Reglamento establece que los Comités pueden tomar acuerdos para suspender su aplicación en casos particulares. En esa condición, se adoptó el acuerdo, como se ha hecho varias veces.

El señor BOMBAL.- No parece razonable, señor Presidente.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- No puedo abrir debate. He dado la explicación reiteradas veces. Es respetable la opinión de los colegas, pero también he dado las razones por las cuales se adoptó el acuerdo.

El señor BOMBAL.- ¡Es un escándalo! ¡Cómo es posible que en un proyecto de esta envergadura no se pueda hablar!

-Posteriormente, la Sala votó el proyecto en los siguientes términos:

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de ley que establece un beneficio pecuniario para los magistrados de los tribunales de justicia que se encuentren en la situación que señala.

En votación:

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 8 votos. Hubo 12 abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado.

Por no haber sido objeto de indicaciones, el proyecto queda despachado en general y en particular.

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Alvarado, Ávila, Aylwin (don Andrés), Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo, De la Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Espina, Gajardo, Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Hurtado, Jara, Kuschel, Latorre, Longueira, Martínez (don Gutenberg), Morales, Ojeda, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Solís, Sota, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Vilches, Villegas, Villouta, Walker y Zambrano.

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Ascencio, Bartolucci, Bombal, Elizalde, Fantuzzi, Masferrer, Palma (don Andrés) y Paya.

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Allende (doña Isabel), Galilea, Letelier (don Juan Pablo), Melero, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez (don Víctor), Soria, Tohá y Viera-Gallo.

BENEFICIOS A PENSIONADOS DE MENORES RECURSOS. Primer trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que otorga reajuste extraordinario, bonificaciones y beneficios que indica a pensionados de menores recursos.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Ortiz.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2107-05, sesión 9ª, en 21 de octubre de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 3.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 15ª, en 18 de noviembre de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 3.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado informante, señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto de ley que otorga reajuste extraordinario, bonificaciones y beneficios que indica a pensionados de menores recursos.

En las dos primeras páginas del informe de la Comisión de Hacienda figuran las personas que asistieron al estudio de este proyecto de ley, entre las que se destacan las autoridades de Gobierno, los dirigentes de las mutualidades, los presidentes y secretarios de las tres mutualidades existentes en el país y los representantes de las asociaciones de mutualidades.

El objetivo de este proyecto es beneficiar a los pensionados de menores recursos, para lo cual se otorga un reajuste extraordinario a las pensiones mínimas de los artículos 24, 26 y 27 de la ley Nº 15.386 y del artículo 39 de la ley Nº 10.662, que favorece a alrededor de 550 mil pensionados. 

Además, se concede un beneficio para 185 mil titulares de pensiones de sobrevivencia, consistente en bonificaciones mensuales que incrementan las pensiones mínimas de viudez y de la madre de los hijos naturales del causante.

En cuanto a la ampliación de la cobertura de los regímenes de bienestar social, se contempla la incorporación voluntaria de los pensionados de cualquier régimen previsional, con excepción de las cajas de previsión de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, al sistema de las cajas de compensación de asignación familiar, beneficiándose a un millón de pensionados.

También se propone derogar el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 17.387, que establece una cotización del uno por ciento mensual de las pensiones de viudez para financiar un fondo de asistencia social que favorece, mediante préstamos, a las montepiadas de la Caja de Retiro y Previsión Social de los Ferrocarriles del Estado, con lo cual se benefician 11 mil montepiadas en el país.

El proyecto ingresó con 18 artículos permanentes y durante la discusión en la Comisión de Hacienda se agregaron otros dos.

Tiene por objeto otorgar un mejoramiento extraordinario a las pensiones mínimas y a las de sobrevivencia que se indican, y extender la cobertura de seguridad social.

Hay muchas disposiciones legales que el proyecto modifica o con las cuales tiene relación. Para la historia fidedigna de la ley, sólo daré a conocer los cuerpos legales que se modifican: la ley Nº 15.386; el decreto ley Nº 2.448, de 1979; el decreto ley Nº 2.547, de 1979; la ley Nº 19.403; el decreto ley Nº 3.500, de 1980; las leyes Nos 16.744, 17.322 y 17.387 que modifican, a su vez, la ley Nº 12.522.

Interesa dar a conocer en qué consistió la discusión interna del proyecto.

En primer lugar, en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos se expresa que el proyecto representa un mayor gasto fiscal de 1.189 millones de pesos para 1997, de 27.258 millones de pesos para 1998 y de 38.906 millones de pesos para los años 1999 y siguientes.

Pero en el informe financiero complementario de fecha 12 de noviembre de 1997, se estima que la indicación por la cual se incorporan al proyecto los artículos 18 y 19 significará un mayor gasto fiscal de 270 millones de pesos durante 1998.

En la discusión de la iniciativa, los miembros de la Comisión de Hacienda plantearon diversas consultas a los representantes del Ejecutivo acerca de los mecanismos consignados en el proyecto, en especial respecto de las razones que justifican el otorgamiento de bonificaciones en lugar de reajustar pura y simplemente la pensión, sobre la simetría entre los sistemas antiguo y nuevo de pensiones en materia de pensiones mínimas, y en cuanto a la aplicación del artículo 18 del proyecto en relación con las mutualidades de empleadores y a la validez del esquema de postulación para percibir pensiones a nivel comunal.

El tema sobre el costo de las mutualidades fue ampliamente debatido por todos los parlamentarios que asistimos a la discusión del proyecto en la Comisión de Hacienda. En efecto, los representantes de las mutualidades afirmaron que el sistema mutual ha cumplido hasta hoy en forma cabal y eficiente las funciones que le encomienda la ley Nº 16.744 en materia de prevención, curación, rehabilitación y prestaciones económicas a 2 millones 700 mil trabajadores de 73 mil empresas afiliadas al sistema, prestando excelentes servicios que son pagados íntegramente por las empresas adherentes a un costo inferior al 2 por ciento de las remuneraciones de los trabajadores.

Precisaron, asimismo, que todas las empresas afiliadas tienen responsabilidad solidaria respecto de las obligaciones de las mutuales de seguridad y que todo opera a través de más de 560 establecimientos distribuidos en el país: hospitales, consultorios y postas, financiados por el propio seguro.

Al respecto, uno de los planteamientos más recurrentes fue que el ciento por ciento de los trabajadores accidentados pertenecientes a dichas empresas, que solicitaron servicios médicos, fueron atendidos en esos establecimientos.

Por otro lado, en cuanto al problema de fondo, manifestaron que están totalmente de acuerdo en que el Ejecutivo eleve las pensiones mínimas y establezca bonificaciones especiales para las viudas pensionadas; pero les preocupa que la medida represente un gasto presupuestario para las mutualidades, lo cual podría significar la muerte de un beneficio que es el único que se mantiene en un ciento por ciento para los trabajadores afiliados al sistema.

Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que el costo total del proyecto para las mutualidades alcanza sólo a los 3.200 millones de pesos y que las reservas por concepto de pensiones es ocho veces el gasto anual de las mutualidades.

Como diputado informante debo ser objetivo. Por eso, en representación de la Comisión de Hacienda, ayer solicité a la Asociación de Mutualidades que me explicara por escrito por qué el Ejecutivo habla de 3.200 millones de pesos y ellos de 7.200 millones. Dicha asociación envió un informe que pondré a disposición de los señores parlamentarios, que dice: "Reajuste de 5 por ciento. Costo año 1997: 10 millones de pesos. Reserva año 1997: 1.100 millones de pesos. Bonificaciones. Costo de 1998: 260 millones de pesos. Provisión estimada para futuros pagos: 5.800 millones de pesos. Total general costo anual: 600 millones de pesos. Costo de reserva más provisiones: 6.900 millones de pesos."

Quiero recordar que la Comisión acordó hacer presente al Gobierno su preocupación en relación con el tema de las pensiones asistenciales por los cupos disponibles, su distribución regional, el mecanismo de evaluación de los potenciales beneficiarios y del subsidio único familiar, todo lo cual no estaría siendo administrado adecuadamente.

La Comisión, después de analizar los veinte artículos con que finalmente quedó el proyecto, llegó a la siguiente conclusión:

Acordó aprobar por unanimidad el texto del proyecto desde el artículo 1º hasta el artículo 17, inclusive, como también el artículo 20; pero el artículo 18, inciso primero, que dice relación con el financiamiento de los beneficios que tendrían que hacer las mutualidades, lo rechazó por cuatro votos en contra, dos votos a favor y una abstención, y el artículo 19, nuevo, lo aprobó en votación dividida. 

En nombre de la Comisión de Hacienda, quiero plantear a la Sala la aprobación del proyecto en la forma como quedó; es decir, aprobar desde el artículo 1º hasta el 17, inclusive, como asimismo el artículo 20; y precisar la forma como se votaron en la Comisión de Hacienda los artículos 18 y 19, nuevos.

En resumen, si se aprueba el informe de la Comisión de Hacienda, el Ejecutivo deberá disponer nuevos financiamientos para las mutualidades. 

He dicho. 

-Aplausos.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señores diputados, a fin de trabajar de acuerdo con el programa preestablecido, solicito el acuerdo de la Sala para los efectos de que quienes hagan uso de la palabra no puedan extenderse más allá de cinco minutos. 

¿Habría acuerdo? 

No hay acuerdo. 

Tiene la palabra el Diputado señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ¿cuál es la distribución del tiempo? ¿Los Comités asignaron una hora? 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Una hora proporcional a la de Incidentes. 

El señor LONGUEIRA.- ¿Cómo se compatibiliza con la hora de votación? ¿O se vota al término de la hora? 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Acordamos votar a las 19.30 horas. Por eso, estoy pidiendo otro acuerdo que permita compatibilizarlos. 

Quedan 15 minutos. 

Ofrezco la palabra. 

Tiene la palabra el Diputado señor Carlos Montes. 

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero partir valorando este proyecto, puesto que aumenta las pensiones mínimas y permite que las viudas obtengan también un beneficio. 

Creo que el proyecto, aunque parcial y limitado, representa un avance importante. En el debate hemos apreciado dos observaciones fuertes. 

En primer lugar, las pensiones asistenciales no están cubiertas por el proyecto y hay problemas serios en la medida en que su cobertura no es suficiente y muchas personas que reúnen los requisitos para acceder a ellas no pueden hacerlo, además de que su valor es bastante bajo. 

En segundo lugar, las pensiones superiores a la mínima no están recibiendo ningún reajuste especial, adicional, y van quedando postergadas. Ése es un problema de fondo. 

La sociedad chilena tiene un problema pendiente con las pensiones y aquí falta un gran acuerdo que permita recuperarlas y buscar la manera de financiarlas; pero, no en forma demagógica, sino sobre la base de reformas tributarias o de un aporte de toda la sociedad. 

Hubo toda una discusión sobre el sistema de financiamiento. El debate se centró en el tema de las mutualidades y cómo ellas financiaban el reajuste de sus 4.400 pensionados. La Comisión rechazó el inciso primero del artículo 18, que establece que el financiamiento será con cargo a los excedentes de las mutuales, lo cual suscita distintas observaciones de parte nuestra. La más importante es que a ninguna institución, de la noche a la mañana, se le puede cargar un costo de esta naturaleza, porque tienen planes de inversión. En el caso específico de las mutuales -porque el sistema lo requiere y lo han hecho así- se nos informó que tenían la idea de invertir en la construcción de un hospital neurológico para un conjunto de personas en situación terminal.

El sistema de mutuales es un orgullo nacional, especialmente porque mantiene un fondo solidario. Como decía uno de sus dirigentes, fue uno de los pocos fondos que se escapó a la lógica de negocios para la previsión, pues su sentido es apoyar a personas que presentan mayores dificultades dentro de la sociedad. Es un fondo solidario cuya cobertura es del ciento por ciento. Incluso, cubre las prótesis y cuenta con distintas formas para enfrentar los problemas de quienes sufren accidentes del trabajo.

Quien habla es partidario de rechazar esto, por cuanto existe un problema pendiente en esta materia: el Gobierno debe resolver la forma de relacionarse con las mutualidades de manera más permanente. Como ya ocurrió en 1995, se busca, simplemente, cargar a sus excedentes estos reajustes. Esto no se puede hacer de la noche a la mañana, pues con ello se afectan los planes de inversión y se resiente la atención de los usuarios de las mutualidades. Es cierto que si la sociedad decidiera otorgar un gran reajuste y mejorar sustancialmente las pensiones, todas las instituciones deberían apoyar esa medida, incluidas las mutualidades. Sin embargo, no corresponde que ello se lleve a cabo de manera intempestiva.

El Ejecutivo repondrá el inciso primero del artículo 18. En lo personal, propongo no aprobar la segunda parte del mismo, a fin de que en lo que resta de la tramitación del proyecto se enfrente a fondo el problema y se busque una solución efectiva, de modo de evitar que esta materia siga rebotando año tras año y continúen buscándose soluciones a medias. Se trata de alcanzar un entendimiento entre el Gobierno y las mutualidades en todo cuanto representan estos sistemas de reajuste.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Carlos Vilches.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, el proyecto otorga un reajuste extraordinario a pensionados de menores recursos, equivalente al 5 por ciento, que se aplicará de manera automática, según lo establece en su artículo 1º.

El Gobierno ha perdido la gran oportunidad de conceder un reajuste mayor en esta ocasión, ya que todos los sectores políticos coincidimos en que los pensionados de que se trata son los más postergados del país. En la práctica, el 5 por ciento significa, en las pensiones mínimas, sólo dos mil o tres mil pesos más.

Votaré a favor del proyecto, no obstante que considero que para las mutualidades el pago de una pensión de esta naturaleza resulta absolutamente injusto. Algo similar ocurrió con los profesores de colegios municipalizados: se aprobaron reajustes que las municipalidades debieron financiar. Al Estado le corresponde hacerse cargo de ellos. De lo contrario, en vez de premiar a instituciones eficientes, como son las mutualidades, se las castiga.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Pablo Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, resulta difícil oponerse a proyectos de esta naturaleza. Sin embargo, lo importante es que alguna vez destinemos tiempo suficiente para discutir a fondo el problema de los jubilados.

La iniciativa contiene dos ideas matrices: la primera se vincula al otorgamiento de un reajuste de cinco por ciento a las pensiones mínimas, lo que beneficia a un universo de alrededor de 500 mil personas, y la segunda se relaciona con que todas las montepiadas que reciben una pensión inferior a la mínima tendrán un piso, que precisamente es la pensión mínima. Para el segundo beneficio se establecen dos años y se estima que lo recibirán más o menos 200 mil personas.

Los más afectados, en primer lugar, son aquellos que no tienen ni la pensión mínima ni la asistencial; en segundo lugar, los que tienen la asistencial, y por último, los que tienen algún tipo de jubilación.

Es frecuente que recibamos a centenares de personas que no completaron el mínimo de semanas para impetrar una jubilación. A muchas de ellas les faltan 10 ó 20, y el ahorro que hicieron durante toda -o casi toda- su vida laboral no les permite recibir una jubilación.

Por eso, frente a una indemnización de 80 millones de pesos para los magistrados y, por otro lado, a un proyecto de esta naturaleza, uno se pregunta si se están asignando o reasignando bien los recursos del Estado, que debería ser tarea de todos.

He constatado que cada vez se hace más difícil obtener la pensión asistencial. En la Comisión, donde discutimos el tema con profundidad, la representante del Ejecutivo señaló que en el caso de la Región Metropolitana no había listas de espera; pero, en una segunda oportunidad, reconoció que había 173 personas. La verdad es que en la provincia del Maipo, que conozco, hay bastantes más inscritos que esa cifra.

La ficha CAS se ha convertido en un instrumento que perjudica a la gente que surge, dado que no se ha adecuado a las nuevas realidades. Basta tener la casa limpia, un televisor y una lavadora para perder o no tener acceso a una serie de beneficios, no obstante que esos implementos en un hogar no implican una mejoría económica real para el grupo familiar. Se ha llegado al absurdo de que, en la actualidad, cuando se está a la espera de que la asistente social vaya a hacerla, los vecinos guarden tales artefactos, para que no se les niegue el beneficio.

Nuestro sistema de beneficios sociales es perjudicial, y lo digo para que alguna vez discutamos el problema medular, pero sin demagogia, sin echarnos la culpa, sino para resolverlo.

Según lo señalé, es casi imposible rechazar el proyecto; pero vale la pena insistir en que debería discutirse con mayor profundidad el problema de los jubilados, con altura de miras, como lo espera la sociedad chilena.

Me referiré al artículo 18, cuyo primer inciso rechacé en la Comisión de Hacienda, porque es inaceptable que el Ejecutivo cargue el costo del proyecto a las mutualidades, que constituyen un sistema exitoso, como lo han dicho parlamentarios que me han antecedido en el uso de la palabra. A través de una infraestructura planificada atienden a más de dos millones de trabajadores a lo largo de Chile.

Solicito a la Corporación que rechace la indicación mediante la cual el Ejecutivo insiste. De la noche a la mañana, no puede desarticularse un sistema exitoso. 

No es el primer caso. Con anterioridad, hemos aprobado disposiciones que han significado cargas para los municipios, relativas a la atención primaria. Finalmente, se generan déficit y desfinanciamiento que afectan a distintas reparticiones públicas o a organismos privados, como son las mutualidades en este caso, lo que, por último, repercute en los sectores más pobres.

Por eso, también vamos a rechazar en la Sala el primer inciso del artículo 18, para que durante la tramitación del proyecto el Gobierno provea los recursos necesarios a fin de que todos los jubilados y montepiadas del sistema del país reciban los beneficios, tal como sucede en el sistema de las aefepés.

Es muy importante tener presente que el piso que se establece es igual para las montepiadas de ambos sistemas. Para aquellas que están en el nuevo, una vez que se consuma su capital acumulado, regirá la garantía estatal. Por lo tanto, todas tienen la pensión mínima asegurada.

Los jubilados y montepiadas del sistema de mutualidades también tienen derecho a recibir el beneficio, y creo que el Estado debe aportar los recursos suficientes, a fin de no impedir su desarrollo, progreso y planificación.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Restan cuatro minutos para las 19.30 horas y hay cuatro diputados inscritos.

Solicito el asentimiento de la Sala para concederles tres minutos a cada uno.

No hay acuerdo.

Tiene la palabra por tres minutos el Diputado señor Gajardo.

El señor GAJARDO.- Señor Presidente, en primer lugar, me alegro profundamente de que el Ejecutivo haya enviado este proyecto que permite incrementar en un 5 por ciento las pensiones mínimas y que materializa, en un programa a dos años, una aspiración que en muchas oportunidades, a través de la Cámara, hemos representado: nivelar las pensiones de viudez con las pensiones mínimas.

Además, establece un beneficio al cual no se ha hecho referencia hasta ahora, que me parece de mucha importancia: la posibilidad de los pensionados de incorporarse a las cajas de compensación de asignación familiar, lo que les permite acceder a una serie de beneficios que otorgan esas instituciones. Estoy pensando en la utilización de infraestructura, casas de reposo, centros de veraneo. Incluso en que, por la naturaleza de las personas beneficiadas, de la tercera edad, no compiten en las épocas de su mayor utilización, en que la gente normalmente hace uso de sus vacaciones.

Dentro del breve tiempo que me resta, expreso mi plena conformidad con la disposición que no aprobó la Comisión de Hacienda, que también posibilitaba que el beneficio de incremento de pensiones mínimas y de pensiones mínimas de viudez se extendiera a los pensionados de la ley de Accidentes del Trabajo acogidos al sistema de las mutualidades.

Desde luego, hay que tener presente que el beneficio está establecido en favor de pensionados y, al eliminar la norma, se suprime dicho beneficio.

En segundo término, es efectivo que el costo económico se hace recaer en las mutualidades, pero con cargo a sus excedentes, y todos sabemos que como ellas son instituciones muy bien administradas, los tienen. Lo que aquí hace el legislador es disponer de esos excedentes en favor de los pensionados, lo que comparto. Más aún, en caso de que los excedentes no fueran suficientes para el pago de este beneficio, la disposición -que no fue aprobada en la Comisión de Hacienda y tengo entendido que el Ejecutivo la repondrá- señalaba que el Ministerio de Hacienda dispondrá la entrega a las mutuales de empleadores las cantidades necesarias para pagar el beneficio si no pueden financiarlo, en todo o en parte, con sus recursos o excedentes. De manera que en la propuesta del Gobierno se posibilita concurrir al financiamiento del beneficio en subsidio de los recursos de las mutualidades. Nos preocupa la situación de los pensionados a que se refiere la iniciativa; sin embargo, los de las mutualidades tienen el mismo derecho a recibir el beneficio que estamos consagrando.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el señor Patricio Tombolini, Ministro subrogante del Trabajo y Previsión Social.

El señor TOMBOLINI (Ministro subrogante del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, no me referiré a la totalidad del proyecto que ayer aprobó la Comisión de Hacienda, sino al tema de las mutualidades.

En primer lugar, quiero dejar absolutamente en claro el respaldo que tienen las mutualidades de empleadores por parte del Gobierno. Es más, desde 1994 a la fecha, el Gobierno ha constituido, en conjunto con los trabajadores y las mutualidades de empleadores, una comisión tripartita para resolver los problemas que se originaron por la aplicación de la ley de Accidentes del Trabajo, que, en definitiva, beneficia a los trabajadores. Sin embargo, en relación con el problema de financiamiento -en el cual se ha aducido que el mayor costo anual de 254 millones de pesos comprometería el desarrollo futuro de las mutualidades- quiero dejar en claro la intención del Gobierno al reponer el artículo que establece que si ellas -esto es lo importante-, a pesar de sus excedentes, no cuentan con los recursos para pagar estos 254 millones de pesos, que benefician a alrededor de 4.200 personas, el Estado, a través del Ministerio de Hacienda, otorgará dichos recursos. Por lo tanto, es un error sostener que este pequeño gasto en un universo de ingreso que obtuvieron las mutualidades el año pasado, de aproximadamente 260.000 millones de pesos, puede provocar alguna debacle.

Por último, deseo puntualizar que desde 1974 a la fecha, los reajustes otorgados a los pensionados, exceptuando el bono de invierno, han sido pagados con recursos de las mutualidades, y en ningún momento han hecho uso de dicha disposición que les permite solicitar al Ejecutivo los recursos para solventar las pensiones.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Moreira, sobre una cuestión de Reglamento.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, entiendo perfectamente el acuerdo de los Comités en orden a fijar un tiempo para hablar; pero me parece muy delicado y grave que quienes estamos en contra del proyecto no hayamos tenido la oportunidad de emitir una opinión.

He dicho.

-Posteriormente, la Sala votó el proyecto en los siguientes términos:

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley que otorga reajuste extraordinario, bonificaciones y beneficios que indica, a pensionados de menores recursos.

Tiene la palabra el Diputado señor Sota para una cuestión de Reglamento.

El señor SOTA.- Señor Presidente, en razón de disposiciones de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, anuncio que votaré sólo en general el proyecto, y me abstendré en la votación de los artículos 18 y 19.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Muy bien, señor diputado. Se deja constancia de que los Diputados señores Andrés Aylwin, Joaquín Palma, Andrés Palma, Fuentealba y Villegas también se abstendrán de votar en los artículos 18 y 19.

Tiene la palabra el Diputado señor Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, para una mejor comprensión -no sé si no entendí bien o el diputado informante no lo dijo-, me parece que todo esto se debe a que el artículo 18 se refiere al reajuste de las pensiones de ex parlamentarios, que se suben de 80 a ciento por ciento. No sé si el Diputado señor Ortiz se refirió a esto.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Efectivamente, señor diputado; pero no se ha abierto debate sobre la materia.

En votación general el proyecto, que requiere quórum calificado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 75 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Alvarado, Allende (doña Isabel), Ascencio, Aylwin (don Andrés), Bartolucci, Bombal, Caminondo, Ceroni, Coloma, Cornejo, De la Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde, Encina, Errázuriz, Espina, Estévez, Fantuzzi, Fuentealba, Gajardo, Galilea, García-Huidobro, Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Hurtado, Jara, Kuschel, Latorre, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Melero, Montes, Morales, Moreira, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Pizarro, Prochelle (doña Marina), Prokurica, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Seguel, Silva, Solís, Soria, Sota, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valcarce, Valenzuela, Venegas, Viera-Gallo, Vilches, Villegas, Villouta, Walker y Zambrano.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, sugiero que aprobemos con la misma votación los artículos 1º al 17, y que votemos por separado los tres restantes.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar con el mismo quórum los artículos 1º al 17?

Aprobados.

Se deja constancia de que se reunió el quórum requerido.

Corresponde votar el artículo 18.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 47 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 9 abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Por no haberse reunido el quórum calificado de 61 votos, queda rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Allende (doña Isabel), Ascencio, Ávila, Ceroni, Cornejo, De la Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Estévez, Fantuzzi, Gajardo, Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Jara, Kuschel, Latorre, Letelier (don Juan Pablo), Martínez (don Gutenberg), Montes, Morales, Navarro, Ojeda, Ortiz, Pérez (don Aníbal), Pizarro, Prokurica, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Seguel, Silva, Solís, Soria, Tohá, Tuma, Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Venegas, Vilches, Villouta, Walker y Zambrano.

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Caminondo, Elizalde, Espina, Galilea, Masferrer, Moreira y Pérez (don Ramón).

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Alvarado, Bartolucci, Errázuriz, García-Huidobro, Longueira, Melero, Orpis, Paya y Pérez (don Víctor).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar el artículo 19.

Por estar íntimamente relacionado con el 18, no tiene razón de ser y queda rechazado.

En el artículo 20 existe una indicación renovada del Ejecutivo que se señaló en el informe. Dice así: "Para incorporar como incisos primero y segundo del artículo 20, los siguientes: "El reajuste extraordinario y las bonificaciones que procedan conforme con esta ley, con excepción de las que se conceden a beneficiarios del decreto ley Nº 3.500, de 1980, serán pagadas por las respectivas instituciones de previsión con cargo a sus presupuestos."

"El Ministerio de Hacienda dispondrá la entrega a las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744 de las cantidades necesarias para pagarlos si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos o excedentes."

En votación.

-Durante la votación:

El señor ORTIZ.- Pido la palabra por un punto de Reglamento.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, quiero clarificar algo respecto de esta indicación. Pienso que a muchos diputados no les quedó claro lo que votaron. Se trata de una indicación renovada del Ejecutivo, cuyo texto dice: "Artículo 18." Entonces, es el artículo 18 original del proyecto y no el que viene en el informe de la Comisión de Hacienda.

Considero muy inconveniente que no se hubiera clarificado en el momento oportuno esta situación. Personalmente, votaré en contra de la indicación renovada del Ejecutivo; pero voté a favor del artículo 18 original. De manera que aquí hay un contrasentido.

Por lo tanto, por su intermedio, solicito la unanimidad de la Sala para votar nuevamente el artículo 18, que sube el guarismo 80 por ciento a 100 por ciento, acuerdo en el cual hace tres años participaron otros parlamentarios y no yo.

Nada más.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo unánime de la Sala para repetir la votación.

No hay acuerdo.

Corresponde votar la indicación del Ejecutivo al artículo 20.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿podría leer la indicación para quienes no participamos en la Comisión?

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La indicación dice así: Para incorporar como incisos primero y segundo, los siguientes: "El reajuste extraordinario y las bonificaciones que procedan conforme con esta ley, con excepción de las que se conceden a beneficiarios del decreto ley Nº 3.500, de 1980, serán pagadas por las respectivas instituciones de previsión con cargo a sus presupuestos.

"El Ministerio de Hacienda dispondrá la entrega a las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744 de las cantidades necesarias para pagarlos si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos o excedentes."

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 27 votos; por la negativa, 42 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Rechazada la indicación.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Ascencio, Cornejo, Dupré, Elgueta, Fuentealba, Gajardo, Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Latorre, Morales, Ojeda, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pérez (don Aníbal), Prochelle (doña Marina), Rebolledo (doña Romy), Reyes, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Silva, Soria, Tuma, Vilches y Zambrano.

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Alvarado, Allende (doña Isabel), Ávila, Bartolucci, Bombal, Caminondo, Ceroni, Coloma, De la Maza, Elizalde, Encina, Errázuriz, Espina, Estévez, Fantuzzi, Galilea, García-Huidobro, Hurtado, Kuschel, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Masferrer, Melero, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ortiz, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prokurica, Seguel, Solís, Sota, Tohá, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valcarce, Valenzuela, Venegas y Villouta.

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Aylwin (don Andrés), Jara, Martínez (don Gutenberg) y Walker.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación el artículo 20.

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

Aprobado.

Despachado el proyecto.

-o-

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Debo informar que el acuerdo de los Comités es suprimir la sesión de mañana y citar el próximo martes, en la mañana y en la tarde, a fin de despachar el proyecto de ley de Presupuestos

Por una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el Diputado señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido que cite a reunión de Comités cuando lo considere conveniente, con el objeto de acordar que los proyectos sean votados sin discusión, particularmente en este período, debido a lo que ocurrió con un proyecto anterior.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Con todo agrado, señor diputado.

Quiero recordar a los diputados integrantes de la Comisión de Trabajo que ella está sesionando para los efectos de estudiar el proyecto de la Anef.

-o-

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

RESTITUCIÓN DE FERIADOS ESPECIALES PARA PERSONAL DE SERVICIOS DE SALUD.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Señor Presidente, en la sesión de la mañana se inició el tratamiento del proyecto de acuerdo Nº 578 de los Diputados señores Ojeda, Tohá, Solís, Joaquín Palma, González, Ortiz, Villouta, Zambrano y Balbontín. Se suspendió su discusión, y con posterioridad se ingresó un texto de reemplazo firmado por los mismos diputados, además del Diputado señor Salvador Urrutia, que señala:

"Considerando:

La dictación de la ley Nº 14.593, de fecha 28 de julio de 1961, que autorizó al servicio nacional de salud para modificar el encasillamiento de su personal efectuado en cumplimiento del decreto con fuerza de ley número 72, de 1º de febrero de 1960.

Que el referido cuerpo legal establece beneficios a favor de los funcionarios de la salud en lo relativo a horarios de trabajo, encasillamiento, desahucios, feriados especiales y otros derechos.

Que el artículo 10 de la citada ley estableció un feriado legal de treinta días hábiles en verano y quince días hábiles en invierno, para los empleados del Servicio Nacional de Salud que por la naturaleza de sus funciones estaban expuestos a contagios, radiaciones, lesiones, desgaste nervioso y, en general, realizaban actividades lesivas para la salud en establecimientos o servicios tales como hospitales para tuberculosos e infectocontagiosos, cementerios, servicios de rayos X y radium, hospitales psiquiátricos y de enfermos mentales, hospicios, casas de menores y laboratorios generales y de anatomía patológica.

Que esta justa disposición, dictada atendiendo a la naturaleza de las funciones desempeñadas por los funcionarios de la salud y destinada a prever el desgaste nervioso y la lesión de su estado de salud no se encuentra vigente, lo que ha perjudicado a quienes cumplen tareas complejas y difíciles.

Que los profesionales y funcionarios del área de la salud están permanentemente expuestos a situaciones extremadamente conflictivas, que importan riesgo y desgaste emocional. De esto dan cuenta numerosos estudios e investigaciones, que demuestran el progresivo deterioro de su salud física y mental, llegándose a concluir, incluso, la relación directa que existe con el cáncer y el estrés emocional.

Que, ya en el año 1960, el legislador advirtió esta situación otorgando el indicado feriado especial, al objeto de salvaguardar a determinados funcionarios de la excesiva exposición al riesgo y al cansancio mental. La supresión tácita de la norma desconoce el menoscabo que provocó y es necesario evitar las consecuencias adversas que se evitaban con los períodos suplementarios de descanso.

Por las consideraciones expuestas y al objeto de reparar el error suscitado por la derogación del beneficio constituido por el justificado feriado adicional, venimos en proponer el siguiente

Proyecto de acuerdo:

Que se solicite a S.E. el Presidente de la República que presente ante el Congreso Nacional una iniciativa legislativa que considere un feriado legal de treinta días hábiles en verano y quince días hábiles en invierno, para los empleados de los Servicios de Salud que, por la naturaleza de sus funciones, estén expuestos a contagios, radiaciones, lesiones, desgaste nervioso y, en general, realicen actividades lesivas para su salud en establecimientos o servicios tales como hospitales para tuberculosos e infectocontagiosos, cementerios, servicios de rayos X y radium, hospitales psiquiátricos y de enfermos mentales, hospicios, casas de menores y laboratorios generales y de anatomía patológica. Todo esto, a objeto de restituir, en términos similares, el beneficio que estableció el artículo 10 de la ley Nº 14.593, del año 1961.

La señora SAA (Vicepresidenta).- Ofrezco la palabra para argumentar en favor del proyecto de acuerdo.

Tiene la palabra el Diputado señor Ojeda.

El señor OJEDA.- Señora Presidenta, en la sesión de la mañana se acordó modificar este proyecto de acuerdo, a fin de extender los beneficios a otros sectores. 

Estimamos de justicia que este proyecto de acuerdo sea aprobado, porque restituye el artículo 10 de la ley Nº 14.596, de 1961, derogado tácitamente en 1973 sin ningún fundamento. Es necesario que el Ejecutivo lo restituya mediante una iniciativa, para los efectos de cumplir con las finalidades originales que se tuvieron en vista, con el objeto de no exponer al personal de los servicios de salud a ciertos peligros como consecuencia de un excesivo trabajo. 

Por eso, se pide la restitución de estos feriados especiales, puesto que se trata de un beneficio perdido en virtud de una ley.

La señora SAA (Vicepresidenta).- Por razones obvias, se posterga para la próxima sesión la votación del proyecto de acuerdo.

 

IX. INCIDENTES

ADHESIÓN A PROYECTO DE ACUERDO EN BENEFICIO DE PERSONAL DE SERVICIOS DE SALUD.

La señora SAA (Vicepresidenta).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señora Presidenta, deseo referirme al tema que acabamos de tratar, por cuanto no tuve ocasión de defender el proyecto de acuerdo.

Dar mayores facilidades a los funcionarios de salud que trabajan en servicios críticos, de alta tensión y preocupación, como los de salud mental, representa un gran avance hacia una mejor atención de salud, ya que la mejor manera de que den una atención efectiva, humana, completa y eficiente, se produce cuando están emocional, física y espiritualmente en buenas condiciones para realizar esa tarea. Por eso, restituirles ese período extraordinario de vacaciones, a que tuvieron derecho hasta 1973, significará un gran avance en la calidad de la atención en los servicios de salud de Chile, especialmente de los que atienden enfermos mentales.

Creo que se hace justicia a un sector de profesionales de la salud que se ha visto fuertemente discriminado y afectado por la pérdida de ese derecho, que no sólo es una pérdida económica, ya que debido a un período de vacaciones eliminado, también tienen una tremenda carga de trabajo y estrés, que deben ser mejorados y compensados con la restitución de esas vacaciones, lo que les permitirá renovar sus fuerzas y energías para desempeñar en mejor forma su servicio social de ayuda a los enfermos del área de salud mental.

He dicho.

La señora SAA (Vicepresidenta).- El turno siguiente corresponde al Partido por la Democracia.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

 

MANTENCIÓN DE CAMINOS VECINALES EN HUALQUI Y CURAMÁVIDA Y EXPROPIACIONES CON MOTIVO DE CONSTRUCCIÓN DE ACCESO NORTE A CONCEPCIÓN. Oficios.

La señora SAA (Vicepresidenta).- El turno siguiente corresponde al Partido Socialista. Tiene la palabra el Diputado señor Alejandro Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, solicito que se oficie a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, a fin de que nos informe en detalle sobre la situación de mantención del camino hacia Curamávida, en la comuna de Santa Juana, los motivos de la demora en el término de su reparación y si ésta se ha planificado para el primer semestre de 1998. Es importante conocer la fecha de inicio de las obras de reparación de los caminos vecinales, toda vez que durante la temporada de lluvias su estado es calamitoso.

Del mismo modo, en la comuna de Hualqui, en el sector Barrancas Juntas, las lluvias producto de la corriente de El Niño han imposibilitado realizar trabajos de mantención, lo que, en la práctica, tiene aislados a todos sus habitantes. Por consiguiente, solicito que se nos informe en detalle del comienzo del trabajo y del tipo de mantención que se realizará en los caminos vecinales que, si bien no tienen rentabilidad económica como pudiera esperarse, son de alta rentabilidad social, porque son cientos de campesinos sus usuarios.

Señora Presidenta, asimismo pido que se oficie al Ministro de Obras Públicas, a fin de que informe sobre la resolución definitiva que dará ese Ministerio respecto de la ruta de acceso norte, desde Chillán a Concepción, debido a la problemática desatada por la posible expropiación de 16 casas de la población Desiderio Guzmán. Si bien existe un informe dirigido a la municipalidad de Penco donde se expresa la voluntad del Ministerio de no expropiar si no hay voluntad de sus propietarios, lo cierto es que aún subsiste algún grado de confusión entre los vecinos, que se han organizado y están en estado de alerta, debido a que han visto irrumpir muy cerca de sus casas dicho acceso norte con toda la complejidad de un nudo vial.

Me gustaría que el Ministro contestara ese oficio, a mi nombre, a fin de informar detalladamente a los vecinos respecto de cuáles son las intenciones y los próximos pasos que se desarrollarán en el acceso norte, en su nudo vial de Penco, población Desiderio Guzmán, villa Los Aromos, para que estén tranquilos en cuanto a que no habrá expropiaciones. Asimismo, cuáles serán las medidas de mitigación, protección y seguridad vial para los vecinos que deban salir de Penco, en especial desde Desiderio Guzmán y la villa Los Aromos; si es factible la semaforización y un paso peatonal elevado. En definitiva, que nos haga saber las medidas de seguridad que se adoptarán para las personas y automóviles que deban tomar el acceso desde esas poblaciones de Penco hacia la carretera que une Penco con la ciudad de Concepción. No obstante, lo más importante es saber si se expropiarán las 16 casas de la población Desiderio Guzmán. 

Quiero señalar que esto resulta muy vital, por cuanto diversas versiones han redundado en que, a pesar de la opinión que el Ministerio entregó al municipio, subsisten las dudas y hay reuniones permanentes en que esta situación no queda del todo clara. 

Por eso, solicito que el Ministerio de Obras Públicas, especialmente el Ministro, que estuvo en terreno en varias oportunidades, informe de manera detallada de los pasos a seguir y responda a esta situación a la brevedad posible. 

He dicho. 

La señora SAA (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría. 

En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra. 

En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra. 

En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra. 

Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión. 

-Se levantó la sesión a las 20.03 horas.

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

 

